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LA ASAMBLEA NACIONAL
DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA

En defensa de la Constitución, la Democracia y el Estado de Derecho
 

ACUERDO EN RECHAZO A LA PRESENCIA Y EXPANSIÓN DE GRUPOS NARCOTERRORISTAS EN EL 
TERRITORIO NACIONAL

 
CONSIDERANDO

Que el proceso liderado por Nicolás Maduro Moros se ha convertido en un régimen usurpador y forajido que a su 
vez ha alentado que Venezuela se convierta en un Estado fallido promotor del crimen organizado a nivel regional 
con la proliferación en el territorio nacional de grupos armados narcoterroristas; 

CONSIDERANDO

Que en días pasados, disidentes de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP) comunicaron la 
decisión de alzarse en armas contra el Poder Constituido en la hermana República de Colombia; hiriendo sensible-
mente el proceso de Paz que se lleva adelante en el vecino país;  con la complicidad del régimen, cosa que se 
desprende de la realización de la Reunión del Foro de Sao Paulo, celebrada en Julio pasado en Caracas, donde el 
usurpador Nicolás Maduro Moros acompañado del líder del régimen cubano, Miguel Díaz-Canel, realizó una invita-
ción a líderes de grupos narcoterroristas armados a visitar nuestro país;  

CONSIDERANDO

Que a lo anterior se le suma el hecho de que el Ejército de Liberación Nacional (ELN), está presente de forma activa 
en amplios territorios en Venezuela, quedando esto en evidencia el pasado mes de enero, al ser denunciado por el 
Fiscal General de la República de Colombia, que el vehículo que contenía los explosivos del atentado a la Escuela 
de Policía de Bogotá habría sido revisado por última vez en la frontera entre Arauca y el estado Apure; 
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LA ASAMBLEA NACIONAL
DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA

En defensa de la Constitución, la Democracia y el Estado de Derecho,

ACUERDO SOBRE EL ESTADO DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LOS PROGRAMAS HUMANITARIOS EN 
VENEZUELA Y SU EJECUCIÓN BAJO LOS PRINCIPIOS HUMANITARIOS

CONSIDERANDO

Que en los meses de enero y febrero de 2016, marzo de 2017, febrero y septiembre de 2018, y enero y febrero del 
presente año, este Parlamento ha evaluado la situación de crisis social y humanitaria imperante en Venezuela, y por 
lo tanto, ha declarado en su seno la crisis humanitaria en materia alimentaria, de salud, de educación, migratoria, y 
por las características de la crisis, la aprobación de la Declaración de Emergencia Humanitaria Compleja; 

CONSIDERANDO

Que en los meses de enero y febrero de 2019 la Asamblea Nacional aprobó el Acuerdo para la Autorización del 
Ingreso de Ayuda Humanitaria que permitiera atender la crisis social que sufre el pueblo venezolano, y este intento 
de proteger a la población vulnerable fue bloqueado a través del uso de la fuerza de organismos de seguridad y 
grupos irregulares del régimen usurpador de Nicolás Maduro, y producto de ello resultaron quemados tres camio-
nes que contenían alimentos e insumos nutricionales, 295 personas resultaron heridas, y tres indígenas asesinados, 
demostrando nuevamente la voluntad del régimen en impedir que la crisis sea solucionada;  

CONSIDERANDO

Que en vista del agravamiento de la crisis, y la imperante realidad transversal en la población de ausencia parcial o 
total en el acceso a los servicios básicos, de alimentos, de insumos médicos, el empeoramiento en la infraestructura 
del sector salud y educación, y otras condiciones de calidad de vida del ciudadano venezolano, se aprobó en el mes 
de junio el Acuerdo que alerta el riesgo de catástrofe humanitaria en Venezuela; 

CONSIDERANDO

Que las organizaciones y asociaciones defensoras de los Derechos Humanos han sido objeto de constante hostiga-
miento y abusos por parte del régimen de Nicolás Maduro, impidiendo que realicen sus labores de denuncia y visibi-
lización e incluso, en el despliegue de sus operaciones para atender la población vulnerable han sido atacados física-
mente por grupos irregulares vinculados con el régimen; 

CONSIDERANDO

Que ha sido señalado en informes oficiales de la Organización de las Naciones Unidas, la Organización de Estados 
Americanos, y la Comisión Especial de Seguimiento a la Ayuda Humanitaria de la Asamblea Nacional, que 7 millones 
de personas requieren Ayuda Humanitaria; 6,7 millones de venezolanos están bajo inseguridad alimentaria y riesgo 
nutricional debido a los altos costos de los alimentos en el país; 4,3 millones de venezolanos han emigrado producto 
de la emergencia humanitaria; 6,9 millones de venezolanos se encuentran sin acceso a medicamentos por el desa-
bastecimiento de insumos y recursos médicos y los altos precios de estos; 94% de la población venezolana no cuenta 
con ingresos suficientes para adquirir la canasta alimentaria; y se reportó un promedio de 6.8 horas sin servicio 
eléctrico por día en cada hospital tipo IV del país; 

CONSIDERANDO

Que la situación de colapso del sector educativo repercute principalmente en los niños y jóvenes de nuestro país, y 
en los venezolanos que se dedican a la noble profesión de la docencia, y que las condiciones salariales, de infraes-
tructura, de transporte y económicas, están generando un alarmante aumento en los niveles de deserción escolar, 
de ausencia de docentes, el colapso educativo es uno de los elementos que agudiza la crisis porque coloca en relie-
ve el rostro infantil, juvenil y el gran sacrificio docente. Según datos de Funda Redes el 89% de la infraestructura 
escolar no tienen condiciones para el desarrollo de las actividades académicas; la ausencia de docentes alcanza la 
cifra de 81% que no puede acudir a sus actividades por falta de transporte o escasez de efectivo; el 98% de nuestros 
docentes están renunciando por razones económicas; la ausencia escolar de niños, niñas y adolescentes alcanza la 
cifra del 97% y un 89% ha desertado definitivamente, para nombrar sólo algunos datos de la tragedia que vivimos 
en materia educativa en todos los niveles desde el preescolar hasta el universitario; 
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CONSIDERANDO

Que ha sido denunciado por habitantes de los estados de la frontera Colombo-Venezolana que son los grupos 
narcoterroristas quienes controlan la distribución de cajas de alimentos del programa de control social del régimen 
CLAP, además de ejecutar actividades ilegales de contrabando de mercancías y combustibles, paso ilegal de perso-
nas a través de caminos controlados previo pago de peaje, explotación irregular de minerales en el estado Bolívar, 
así como, tareas de adoctrinamiento de nuestros hermanos en las zonas de frontera y crímenes como persecución, 
extorsión, hostigamientos y asesinatos; 

CONSIDERANDO

Que el régimen usurpador de Nicolás Maduro ha hecho que el territorio venezolano se convierta en un “Santuario 
de Grupos Armados Irregulares”, Bandas Armadas, Grupos Terroristas y Redes de Crimen Organizado Transnacio-
nal, entre las cuales cuenta las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP) y el Ejército de Liberación 
Nacional de Colombia (ELN), HAMAS, HEZBOLLAH e ISIS; respaldándolos al cederles espacios para sus operacio-
nes, encubriéndolos al facilitarles mecanismos de identidad como cédulas y pasaportes, y posibilidad de despliegue 
de sus acciones terroristas que amenazan la seguridad internacional, tan solo con la intención de permanecer y 
perpetuarse en el poder, aún a costa del sufrimiento de los venezolanos; 

CONSIDERANDO

Que esta situación, no solo pone en peligro la unidad e integridad de la República, sino que además se constituye 
en una amenaza a la paz, estabilidad y seguridad, no solo del Continente, sino del mundo, al estarse violentando lo 
previsto en la Resolución 1373 del Consejo de Seguridad de la ONU, por “Promoción al Terrorismo”, así como; 
estimulando conflictos que sin duda ponen en peligro la paz del hemisferio.

ACUERDA

PRIMERO. Rechazar la proliferación y expansión de grupos armados narcoterroristas en el territorio nacional y en la 
frontera colombovenezolana. 

SEGUNDO. Declarar la responsabilidad del régimen usurpador encabezado por Nicolás Maduro Moros, ante la 
proliferación de grupos narcoterroristas en el territorio nacional por hacer de Venezuela un Estado Fallido, vulnera-
ble a las amenazas a la seguridad internacional. 

TERCERO. Declarar a la disidencia de las FARC-EP encabezadas por Iván Márquez y Jesús Santrich; el Ejército de 
Liberación Nacional de Colombia (ELN), HAMAS, HEZBOLLAH e ISIS como GRUPOS TERRORISTAS, ordenándoles 
a todos los cuerpos de seguridad del Estado abocarse a la protección de la Soberanía e Integridad Territorial del 
Estado venezolano frente a la amenaza que representa estos grupos.  

CUARTO. Instruir al Alto Comisionado Presidencial para las Relaciones Exteriores, Julio Borges para que trabaje de 
la mano de los países democráticos de la región, especialmente con el gobierno de la República de Colombia en la 
lucha contra los grupos narcoterroristas que hoy asedian nuestras fronteras y se proceda a la activación de manera 
urgente, de medidas decisivas y oportunas de acción colectiva para poder restituir el orden y seguridad no solo de 
Venezuela, sino de la región, por violación de la Resolución de la resolución 1373 del Consejo de Seguridad de la 
ONU, por “Promoción al Terrorismo” y por el fomento de conflictos que no encuadran con un ataque armado 
convencional ni intra ni extrarregional, pero que sin duda ponen en peligro la paz del hemisferio. 

QUINTO. Ratificar a todos los ciudadanos en uniforme, miembros de la Fuerza Armada Nacional el compromiso que 
tienen con la patria de cumplir efectivamente el artículo 328 de la Constitución respecto a la protección de la Sobera-
nía e Integridad Territorial del Estado venezolano frente a la amenaza que representa estos grupos terroristas y 
procedan a su inmediata expulsión de nuestra nación.

SEXTO. Dar publicidad al presente Acuerdo. 
 
Dado, firmado y sellado en el Palacio Federal Legislativo, sede de la Asamblea Nacional de la República Bolivariana 
de Venezuela, en Caracas a los 03 días del mes de septiembre 2019. Año 209° de la Independencia y 160° de la 
Federación.

JUAN GERARDO GUAIDÓ MÁRQUEZ (Fdo)
ÉDGAR JOSÉ ZAMBRANO RAMÍREZ 
IVÁN STALIN GONZÁLEZ MONTAÑO (Fdo)
EDINSON DANIEL FERRER ARTEAGA (Fdo)
JOSÉ LUIS CARTAYA PIÑANGO (Fdo)

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  
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CONSIDERANDO

Que las Comisiones Permanentes de Desarrollo Social Integral, la SubComisión de Salud, la Sub-Comisión de Educa-
ción, la Comisión Permanente de Familia, han desarrollado informes documentando el impacto y la agudización de 
la crisis social, así como la inacción por parte de organismos del Estado;  

 
CONSIDERANDO

Que según el Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Michelle Bache-
let, la situación sanitaria del país se considera grave, el sistema de salud ha colapsado, pues los hospitales carecen 
de personal, servicios básicos, como agua y electricidad para garantizar su debido funcionamiento, y más grave aún, 
que el régimen de Nicolás Maduro se ha negado a reconocer la magnitud de la crisis venezolana y que esto ha impe-
dido adoptar las medidas apropiadas para atenderla y solucionarla; 

CONSIDERANDO

Que es un hecho público, notorio y comunicacional, que familiares directos del usurpador Nicolás Maduro y colabo-
radores del régimen se encuentran siendo investigados e imputados por actos de corrupción en materia alimentaria 
y de salud, y que han sido señalados como responsables de irregularidades en la distribución de alimentos y medici-
nas en el país;  

CONSIDERANDO

Que el Plan de Respuesta Humanitaria diseñado por el Sistema de Naciones Unidas en Venezuela, representa una 
solución temporal para atender a una parte de la población vulnerable, y que deben garantizarse todos los mecanis-
mos logísticos y operativos para su implementación, y que aún así, esta no comprende una solución definitiva para 
atender la emergencia en su totalidad y de forma estructural; 

CONSIDERANDO

Que la Emergencia Humanitaria Compleja tiene como causa originaria el establecimiento de un sistema político cuya 
gestión se ha enfocado en generar mecanismos de dependencia hacia el Estado para garantizar el dominio de la 
estructura de poder sobre la población, y que aunado a ello los niveles de corrupción exorbitantes, la destrucción 
del Estado de Derecho y de las instituciones, y la imposibilidad del sistema de generar soluciones democráticas, y 
por lo tanto, es necesario e imprescindible para solucionar las consecuencias de estas políticas públicas corrosivas, 
la disolución del sistema que atenta contra el bienestar de los venezolanos y la reinstitucionalización de Venezuela, 
a partir del rescate de la democracia, la celebración de elecciones libres, justas y transparentes, y el establecimiento 
de una administración pública que esté al servicio de todos los venezolanos. 
 

ACUERDA

PRIMERO. Instar a las organizaciones internacionales y nacionales a impedir que instituciones usurpadas por el 
régimen se hagan total o parcialmente con los recursos, insumos, bienes o servicios a ejecutar por parte de los 
programas humanitarios, por cuanto se ha demostrado que el régimen está constantemente vinculado con actos de 
corrupción, aunado a que dada la ausencia de Estado de Derecho y garantías democráticas, estos serían utilizados 
por las instituciones usurpadas como mecanismos de control social con fines políticos para lograr perpetuarse en el 
poder y no resolver las causas estructurales de la crisis; de igual manera, instar a la Comunidad Internacional y a las 
organizaciones internacionales y nacionales de asistencia humanitaria que coadyuven a garantizar que los recursos, 
insumos y servicios de atención humanitaria sean distribuidos y provistos de manera independiente, sin interferencia, 
de acuerdo a los principios de neutralidad, humanidad e imparcialidad.

SEGUNDO. Denunciar la dificultad para que organizaciones internacionales y nacionales de carácter humanitario 
tengan presencia en el territorio nacional, en especial en las zonas donde están ubicadas las personas con mayor 
vulnerabilidad socio-económica, limitándose el acceso a los programas de naturaleza humanitaria. Por lo que dichas 
organizaciones han reiterado a organismos internacionales la importancia de su protección y garantías dada la conti-
nua persecución política hacia dichos defensores, por parte de fuerzas seguridad y grupos afectos al régimen. 

TERCERO. Condenar el uso de 50 millones de dólares para la compra de armamento y uniformes militares, pudien-
do estos recursos ser invertidos en el Fondo Estratégico de la Organización Panamericana de la Salud, con miras a 
adquirir medicamentos esenciales y suministros que permitan mejorar la situación actual de abastecimiento en nues-
tros hospitales.   

4 5

-

CUARTO. Denunciar la ausencia de cifras oficiales, siendo la opacidad y el no acceso a la información factores 
limitantes para el adecuado diseño de planes acordes a la magnitud de la emergencia humanitaria compleja que 
atraviesa Venezuela, agravando aún más la situación que atraviesa el país. 

QUINTO. Denunciar la rigidez en el proceso de nacionalización y realización de trámites administrativos en aduana 
y de importación para insumos humanitarios en general, como insumos hospitalarios, suplementos nutricionales 
terapéuticos y todos aquellos rubros que se puedan considerar humanitarios según los criterios de filosofía y legisla-
ción humanitaria internacional. Lo anterior, disminuye el impacto de los programas humanitarios. 

SEXTO.  Denunciar la necesidad del cumplimiento de los mecanismos logísticos propios de la organizaciones huma-
nitarias que permitan que el Plan de Respuesta Humanitaria del sistema ONU en Venezuela, garantice la neutralidad 
e independencia operativa en los mecanismos de distribución de la ayuda, para que estos no sean utilizados como 
propaganda política para el régimen, ni como mecanismos de control social de la población.  

SÉPTIMO. Dar publicidad al presente Acuerdo. 

Dado, firmado y sellado en el Palacio Federal Legislativo, sede de la Asamblea Nacional de la República Bolivariana 
de Venezuela, en Caracas a los diecisiete días del mes de septiembre de 2019. Años 209° de la Independencia y 
160° de la Federación. 
 
JUAN GERARDO GUAIDÓ MÁRQUEZ (Fdo)
ÉDGAR JOSÉ ZAMBRANO RAMÍREZ 
IVÁN STALIN GONZÁLEZ MONTAÑO (Fdo)
EDINSON DANIEL FERRER ARTEAGA (Fdo)
JOSÉ LUIS CARTAYA PIÑANGO (Fdo)

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

LA ASAMBLEA NACIONAL
DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA

En defensa de la Constitución, la Democracia y el Estado de Derecho

ACUERDO PARA RATIFICAR LA RUTA POLÍTICA PROPUESTA POR LA ASAMBLEA NACIONAL COMO 
SALIDA A LA CRISIS QUE VIVE EL PAÍS, FRENTE AL BLOQUEO DE LAS SOLUCIONES DEMOCRÁTICAS POR 

PARTE DEL RÉGIMEN USURPADOR DE NICOLÁS MADURO MOROS

CONSIDERANDO

Que esta Asamblea Nacional fue electa el 06 de diciembre de 2015, mediante el voto popular, por más de catorce 
millones de venezolanos y es el único Poder Legítimo de la República Bolivariana de Venezuela; 

CONSIDERANDO

Que mediante la sentencia No. 260 de la Sala Electoral del ilegítimo Tribunal Supremo de Justicia, de fecha 30 de 
diciembre de 2015, se pretendió declarar la suspensión de efectos de los actos de totalización, adjudicación y 
proclamación de la elección parlamentaria del 6 de diciembre de 2015, intentando desconocer a los diputados 
electos por el estado Amazonas y, en general, a la soberanía popular; 

CONSIDERANDO

Que el régimen de Nicolás Maduro Moros ha desconocido las funciones parlamentarias de esta Asamblea Nacional, 
utilizando al Tribunal Supremo de Justicia como brazo ejecutor de medidas que atentan contra el principio de sepa-
ración de poderes y la democracia en Venezuela; 

CONSIDERANDO

Que como lo evidencian las sentencias dictadas el 20 de octubre de 2016, el Poder Judicial actuando de forma 
inconstitucional, a través de jueces penales, dictó medidas cautelares que suspendieron el proceso de recolección 
del uno por ciento (1%) de las firmas de los electores del Registro Electoral y sus actos subsiguientes, a fin de impedir 
que se llevara a cabo el proceso de referendo revocatorio de mandato del Presidente de la República; 
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CONSIDERANDO

Que el régimen de Nicolás Maduro Moros, con apoyo de los rectores del Consejo Nacional Electoral y los Magistra-
dos del ilegítimo Tribunal Supremo de Justicia, promovió la convocatoria fraudulenta a una inconstitucional e ilegíti-
ma Asamblea Nacional Constituyente. 

CONSIDERANDO

Que luego del proceso de elecciones regionales del pasado 15 de octubre de 2017, la inconstitucional e ilegítima 
Asamblea Nacional Constituyente impidió a los gobernadores electos por la voluntad popular, ser juramentados 
ante los Consejos Legislativos respectivos, exigiéndoles su subordinación a la misma; 

CONSIDERANDO

Que en febrero de 2018, el régimen de Nicolás Maduro Moros planteó un acuerdo en el que se violaban los dere-
chos políticos de los venezolanos al no considerar garantías electorales, y por lo tanto, fue rechazado por la fracción 
democrática; 

CONSIDERANDO

Que a pesar de lo expresado por los Organismos Internacionales, la Comunidad Internacional y la sociedad civil 
venezolana, referente a las garantías electorales en Venezuela, el régimen de Nicolás Maduro Moros realizó la farsa 
electoral del 20 de mayo, impidiendo a los venezolanos un cambio democrático a través del voto ciudadano; 

CONSIDERANDO

Que en acuerdos aprobados el 27 de febrero, 27 de marzo, 15 y 22 de mayo de 2018, esta Asamblea Nacional 
concluyó que la farsa convocada por la ilegítima Asamblea Nacional Constituyente y el Consejo Nacional Electoral, 
a los fines de la supuesta elección del Presidente de la República, fue un evento fraudulento, ilegítimo y por ende 
jurídicamente inexistente, por incumplir todas las garantías electorales reconocidas en Tratados y Acuerdos de Dere-
chos Humanos, así como en la Constitución y la Ley Orgánica de Procesos Electorales, sin imparcialidad del árbitro 
electoral; la violación de las garantías efectivas para el ejercicio del derecho al sufragio y para el ejercicio del derecho 
a optar a cargos de elección popular; la inexistencia de controles efectivos en contra de los actos de corrupción 
electoral perpetrados por el Gobierno y la ausencia de mecanismos efectivos y transparentes de observación electo-
ral; 

CONSIDERANDO

Que el régimen ha mantenido una persecución atroz, ilegal, antidemocrática y contraria a los derechos políticos, 
civiles y humanos, contra diputados electos democráticamente desde el momento mismo momento de su proclama-
ción, y que hasta la fecha muchos se encuentran presos, en el exilio, refugiados o asilados en sedes diplomáticas; 

CONSIDERANDO

Que el 10 de enero de 2019 el régimen de Nicolás Maduro Moros perpetró el mayor acto de usurpación de la histo-
ria republicana del país, al secuestrar las funciones del Poder Ejecutivo Nacional; 

CONSIDERANDO

Que el 15 de enero de 2019 esta Asamblea Nacional acordó adoptar, en el marco de la aplicación del artículo 233, 
las medidas que permitan restablecer las condiciones de integridad electoral para, una vez cesada la usurpación y 
conformado efectivamente un Gobierno de Transición, proceder a la convocatoria y celebración de elecciones libres 
y transparentes en el menor tiempo posible, conforme a lo previsto en la Constitución y demás leyes de la República 
y tratados aplicables. 

CONSIDERANDO

Que esta Asamblea Nacional, en vista de la situación irregular y de anomalía constitucional derivada de la usurpación 
del Poder Ejecutivo por parte de Nicolás Maduro Moros, sancionó el Estatuto que Rige a la Transición Democrática 
para Restablecer la Vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, para asegurar un cauce 
ordenado y pacífico que conduzca a la derrota de la dictadura y a la celebración de elecciones libres en Venezuela; 

CONSIDERANDO

Que en virtud de la usurpación del Poder Ejecutivo por parte de Nicolás Maduro Moros y en ejercicio de las funcio-
nes y responsabilidades conferidas en los artículos 233, 333 y 350 de la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela, el 23 de enero de 2019 el Presidente de la Asamblea Nacional asumió las funciones como Presidente 
Encargado de la República con el apoyo de la Asamblea Nacional y de países de la comunidad internacional para 
restablecer el orden constitucional; 

CONSIDERANDO

Que el régimen decidió abandonar un proceso de mediación internacional liderado por el reino de Noruega y avala-
do por parte importante de la Comunidad Internacional, en el que representantes de la Asamblea Nacional y el 
Presidente (E) Juan Guaidó, presentaron una alternativa viable y sensata donde se propone la realización de eleccio-
nes libres, justas y transparentes en las que los venezolanos puedan escoger un nuevo Presidente legítimo de la 
República, y que por la intransigencia de los representantes del usurpador Nicolás Maduro Moros, se bloqueó una 
salida efectiva a la crisis social y política que atraviesa el país; 

CONSIDERANDO

Que la crisis que actualmente vive nuestro país es responsabilidad del régimen usurpador de Nicolás Maduro Moros 
de la mano del Poder Electoral y el Poder Judicial; y que ha quedado en evidencia el sabotaje constante del régimen 
hacia las soluciones democráticas establecidas en la Constitución. 

ACUERDA

PRIMERO: Ratificar el Acuerdo aprobado por esta Asamblea Nacional el 15 de enero de 2019, en el que se declara 
la usurpación del Poder Ejecutivo Nacional por parte del régimen de Nicolás Maduro Moros y se establece la ruta 
para el restablecimiento del orden constitucional. 

SEGUNDO: Ratificar que el compromiso de esta Asamblea Nacional es cumplir con el objetivo de aliviar el dolor del 
pueblo de Venezuela, derrotar la crisis humanitaria compleja y lograr construir un proceso electoral que permita que 
cada venezolano de forma libre, pueda escoger un gobierno para la reconstrucción democrática. 

TERCERO. Ratificar la vigencia plena de todas las atribuciones de la Asamblea Nacional de Venezuela, el mandato 
de los diputados electos democráticamente, y la voluntad soberana del pueblo venezolano, así como el itinerario 
jurídico trazado por el Estatuto que Rige la Transición a la Democracia para el Restablecimiento de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, dando respaldo político irrestricto al liderazgo de Juan Guaidó Márquez 
como Presidente de la Asamblea Nacional, y como Presidente (E) de la República Bolivariana de Venezuela, hasta 
que se produzca el cese de la usurpación. 

CUARTO. Respaldar la propuesta realizada por el Presidente (E) Juan Guaidó Márquez por intermedio de la delega-
ción designada en el proceso facilitado por el Reino de Noruega y los representantes de Nicolás Maduro Moros, 
expuesta públicamente en fecha 16 de septiembre de 2019, que busca la convocatoria de un proceso electoral 
presidencial libre, justo y transparente, con observación internacional seria y la libre participación de todos los vene-
zolanos, para lo cual se requiere de un nuevo Poder Electoral legítimo, designado por la Asamblea Nacional en 
ejercicio de sus competencias constitucionales y el establecimiento de un Gobierno de Transición que conduzca al 
país a ese proceso. 

QUINTO. Exigir la inmediata liberación de los presos políticos y el respeto de la inmunidad parlamentaria por parte 
de los cuerpos de seguridad controlados por el régimen. 

SEXTO. Dar publicidad al presente Acuerdo. 
 
Dado, firmado y sellado en el Palacio Federal Legislativo, sede de la Asamblea Nacional de la República Bolivariana 
de Venezuela, en Caracas a los diecisiete días del mes de septiembre 2019. Años 209° de la Independencia y 160° 
de la Federación.

JUAN GERARDO GUAIDÓ MÁRQUEZ (Fdo)
ÉDGAR JOSÉ ZAMBRANO RAMÍREZ 
IVÁN STALIN GONZÁLEZ MONTAÑO (Fdo)
EDINSON DANIEL FERRER ARTEAGA (Fdo)
JOSÉ LUIS CARTAYA PIÑANGO (Fdo)

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
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LA ASAMBLEA NACIONAL
DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA

En defensa de la Constitución, la Democracia y el Estado de Derecho
 

ACUERDO EN RECHAZO A LA PRESENCIA Y EXPANSIÓN DE GRUPOS NARCOTERRORISTAS EN EL 
TERRITORIO NACIONAL

 
CONSIDERANDO

Que el proceso liderado por Nicolás Maduro Moros se ha convertido en un régimen usurpador y forajido que a su 
vez ha alentado que Venezuela se convierta en un Estado fallido promotor del crimen organizado a nivel regional 
con la proliferación en el territorio nacional de grupos armados narcoterroristas; 

CONSIDERANDO

Que en días pasados, disidentes de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP) comunicaron la 
decisión de alzarse en armas contra el Poder Constituido en la hermana República de Colombia; hiriendo sensible-
mente el proceso de Paz que se lleva adelante en el vecino país;  con la complicidad del régimen, cosa que se 
desprende de la realización de la Reunión del Foro de Sao Paulo, celebrada en Julio pasado en Caracas, donde el 
usurpador Nicolás Maduro Moros acompañado del líder del régimen cubano, Miguel Díaz-Canel, realizó una invita-
ción a líderes de grupos narcoterroristas armados a visitar nuestro país;  

CONSIDERANDO

Que a lo anterior se le suma el hecho de que el Ejército de Liberación Nacional (ELN), está presente de forma activa 
en amplios territorios en Venezuela, quedando esto en evidencia el pasado mes de enero, al ser denunciado por el 
Fiscal General de la República de Colombia, que el vehículo que contenía los explosivos del atentado a la Escuela 
de Policía de Bogotá habría sido revisado por última vez en la frontera entre Arauca y el estado Apure; 

CONSIDERANDO

Que ha sido denunciado por habitantes de los estados de la frontera Colombo-Venezolana que son los grupos 
narcoterroristas quienes controlan la distribución de cajas de alimentos del programa de control social del régimen 
CLAP, además de ejecutar actividades ilegales de contrabando de mercancías y combustibles, paso ilegal de perso-
nas a través de caminos controlados previo pago de peaje, explotación irregular de minerales en el estado Bolívar, 
así como, tareas de adoctrinamiento de nuestros hermanos en las zonas de frontera y crímenes como persecución, 
extorsión, hostigamientos y asesinatos; 

CONSIDERANDO

Que el régimen usurpador de Nicolás Maduro ha hecho que el territorio venezolano se convierta en un “Santuario 
de Grupos Armados Irregulares”, Bandas Armadas, Grupos Terroristas y Redes de Crimen Organizado Transnacio-
nal, entre las cuales cuenta las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP) y el Ejército de Liberación 
Nacional de Colombia (ELN), HAMAS, HEZBOLLAH e ISIS; respaldándolos al cederles espacios para sus operacio-
nes, encubriéndolos al facilitarles mecanismos de identidad como cédulas y pasaportes, y posibilidad de despliegue 
de sus acciones terroristas que amenazan la seguridad internacional, tan solo con la intención de permanecer y 
perpetuarse en el poder, aún a costa del sufrimiento de los venezolanos; 

CONSIDERANDO

Que esta situación, no solo pone en peligro la unidad e integridad de la República, sino que además se constituye 
en una amenaza a la paz, estabilidad y seguridad, no solo del Continente, sino del mundo, al estarse violentando lo 
previsto en la Resolución 1373 del Consejo de Seguridad de la ONU, por “Promoción al Terrorismo”, así como; 
estimulando conflictos que sin duda ponen en peligro la paz del hemisferio.

ACUERDA

PRIMERO. Rechazar la proliferación y expansión de grupos armados narcoterroristas en el territorio nacional y en la 
frontera colombovenezolana. 

SEGUNDO. Declarar la responsabilidad del régimen usurpador encabezado por Nicolás Maduro Moros, ante la 
proliferación de grupos narcoterroristas en el territorio nacional por hacer de Venezuela un Estado Fallido, vulnera-
ble a las amenazas a la seguridad internacional. 

TERCERO. Declarar a la disidencia de las FARC-EP encabezadas por Iván Márquez y Jesús Santrich; el Ejército de 
Liberación Nacional de Colombia (ELN), HAMAS, HEZBOLLAH e ISIS como GRUPOS TERRORISTAS, ordenándoles 
a todos los cuerpos de seguridad del Estado abocarse a la protección de la Soberanía e Integridad Territorial del 
Estado venezolano frente a la amenaza que representa estos grupos.  

CUARTO. Instruir al Alto Comisionado Presidencial para las Relaciones Exteriores, Julio Borges para que trabaje de 
la mano de los países democráticos de la región, especialmente con el gobierno de la República de Colombia en la 
lucha contra los grupos narcoterroristas que hoy asedian nuestras fronteras y se proceda a la activación de manera 
urgente, de medidas decisivas y oportunas de acción colectiva para poder restituir el orden y seguridad no solo de 
Venezuela, sino de la región, por violación de la Resolución de la resolución 1373 del Consejo de Seguridad de la 
ONU, por “Promoción al Terrorismo” y por el fomento de conflictos que no encuadran con un ataque armado 
convencional ni intra ni extrarregional, pero que sin duda ponen en peligro la paz del hemisferio. 

QUINTO. Ratificar a todos los ciudadanos en uniforme, miembros de la Fuerza Armada Nacional el compromiso que 
tienen con la patria de cumplir efectivamente el artículo 328 de la Constitución respecto a la protección de la Sobera-
nía e Integridad Territorial del Estado venezolano frente a la amenaza que representa estos grupos terroristas y 
procedan a su inmediata expulsión de nuestra nación.

SEXTO. Dar publicidad al presente Acuerdo. 
 
Dado, firmado y sellado en el Palacio Federal Legislativo, sede de la Asamblea Nacional de la República Bolivariana 
de Venezuela, en Caracas a los 03 días del mes de septiembre 2019. Año 209° de la Independencia y 160° de la 
Federación.

JUAN GERARDO GUAIDÓ MÁRQUEZ (Fdo)
ÉDGAR JOSÉ ZAMBRANO RAMÍREZ 
IVÁN STALIN GONZÁLEZ MONTAÑO (Fdo)
EDINSON DANIEL FERRER ARTEAGA (Fdo)
JOSÉ LUIS CARTAYA PIÑANGO (Fdo)

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  
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CONSIDERANDO

Que las Comisiones Permanentes de Desarrollo Social Integral, la SubComisión de Salud, la Sub-Comisión de Educa-
ción, la Comisión Permanente de Familia, han desarrollado informes documentando el impacto y la agudización de 
la crisis social, así como la inacción por parte de organismos del Estado;  

 
CONSIDERANDO

Que según el Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Michelle Bache-
let, la situación sanitaria del país se considera grave, el sistema de salud ha colapsado, pues los hospitales carecen 
de personal, servicios básicos, como agua y electricidad para garantizar su debido funcionamiento, y más grave aún, 
que el régimen de Nicolás Maduro se ha negado a reconocer la magnitud de la crisis venezolana y que esto ha impe-
dido adoptar las medidas apropiadas para atenderla y solucionarla; 

CONSIDERANDO

Que es un hecho público, notorio y comunicacional, que familiares directos del usurpador Nicolás Maduro y colabo-
radores del régimen se encuentran siendo investigados e imputados por actos de corrupción en materia alimentaria 
y de salud, y que han sido señalados como responsables de irregularidades en la distribución de alimentos y medici-
nas en el país;  

CONSIDERANDO

Que el Plan de Respuesta Humanitaria diseñado por el Sistema de Naciones Unidas en Venezuela, representa una 
solución temporal para atender a una parte de la población vulnerable, y que deben garantizarse todos los mecanis-
mos logísticos y operativos para su implementación, y que aún así, esta no comprende una solución definitiva para 
atender la emergencia en su totalidad y de forma estructural; 

CONSIDERANDO

Que la Emergencia Humanitaria Compleja tiene como causa originaria el establecimiento de un sistema político cuya 
gestión se ha enfocado en generar mecanismos de dependencia hacia el Estado para garantizar el dominio de la 
estructura de poder sobre la población, y que aunado a ello los niveles de corrupción exorbitantes, la destrucción 
del Estado de Derecho y de las instituciones, y la imposibilidad del sistema de generar soluciones democráticas, y 
por lo tanto, es necesario e imprescindible para solucionar las consecuencias de estas políticas públicas corrosivas, 
la disolución del sistema que atenta contra el bienestar de los venezolanos y la reinstitucionalización de Venezuela, 
a partir del rescate de la democracia, la celebración de elecciones libres, justas y transparentes, y el establecimiento 
de una administración pública que esté al servicio de todos los venezolanos. 
 

ACUERDA

PRIMERO. Instar a las organizaciones internacionales y nacionales a impedir que instituciones usurpadas por el 
régimen se hagan total o parcialmente con los recursos, insumos, bienes o servicios a ejecutar por parte de los 
programas humanitarios, por cuanto se ha demostrado que el régimen está constantemente vinculado con actos de 
corrupción, aunado a que dada la ausencia de Estado de Derecho y garantías democráticas, estos serían utilizados 
por las instituciones usurpadas como mecanismos de control social con fines políticos para lograr perpetuarse en el 
poder y no resolver las causas estructurales de la crisis; de igual manera, instar a la Comunidad Internacional y a las 
organizaciones internacionales y nacionales de asistencia humanitaria que coadyuven a garantizar que los recursos, 
insumos y servicios de atención humanitaria sean distribuidos y provistos de manera independiente, sin interferencia, 
de acuerdo a los principios de neutralidad, humanidad e imparcialidad.

SEGUNDO. Denunciar la dificultad para que organizaciones internacionales y nacionales de carácter humanitario 
tengan presencia en el territorio nacional, en especial en las zonas donde están ubicadas las personas con mayor 
vulnerabilidad socio-económica, limitándose el acceso a los programas de naturaleza humanitaria. Por lo que dichas 
organizaciones han reiterado a organismos internacionales la importancia de su protección y garantías dada la conti-
nua persecución política hacia dichos defensores, por parte de fuerzas seguridad y grupos afectos al régimen. 

TERCERO. Condenar el uso de 50 millones de dólares para la compra de armamento y uniformes militares, pudien-
do estos recursos ser invertidos en el Fondo Estratégico de la Organización Panamericana de la Salud, con miras a 
adquirir medicamentos esenciales y suministros que permitan mejorar la situación actual de abastecimiento en nues-
tros hospitales.   

LA ASAMBLEA NACIONAL
DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA

En defensa de la Constitución, la Democracia y el Estado de Derecho,

ACUERDO SOBRE EL ESTADO DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LOS PROGRAMAS HUMANITARIOS EN 
VENEZUELA Y SU EJECUCIÓN BAJO LOS PRINCIPIOS HUMANITARIOS

CONSIDERANDO

Que en los meses de enero y febrero de 2016, marzo de 2017, febrero y septiembre de 2018, y enero y febrero del 
presente año, este Parlamento ha evaluado la situación de crisis social y humanitaria imperante en Venezuela, y por 
lo tanto, ha declarado en su seno la crisis humanitaria en materia alimentaria, de salud, de educación, migratoria, y 
por las características de la crisis, la aprobación de la Declaración de Emergencia Humanitaria Compleja; 

CONSIDERANDO

Que en los meses de enero y febrero de 2019 la Asamblea Nacional aprobó el Acuerdo para la Autorización del 
Ingreso de Ayuda Humanitaria que permitiera atender la crisis social que sufre el pueblo venezolano, y este intento 
de proteger a la población vulnerable fue bloqueado a través del uso de la fuerza de organismos de seguridad y 
grupos irregulares del régimen usurpador de Nicolás Maduro, y producto de ello resultaron quemados tres camio-
nes que contenían alimentos e insumos nutricionales, 295 personas resultaron heridas, y tres indígenas asesinados, 
demostrando nuevamente la voluntad del régimen en impedir que la crisis sea solucionada;  

CONSIDERANDO

Que en vista del agravamiento de la crisis, y la imperante realidad transversal en la población de ausencia parcial o 
total en el acceso a los servicios básicos, de alimentos, de insumos médicos, el empeoramiento en la infraestructura 
del sector salud y educación, y otras condiciones de calidad de vida del ciudadano venezolano, se aprobó en el mes 
de junio el Acuerdo que alerta el riesgo de catástrofe humanitaria en Venezuela; 

CONSIDERANDO

Que las organizaciones y asociaciones defensoras de los Derechos Humanos han sido objeto de constante hostiga-
miento y abusos por parte del régimen de Nicolás Maduro, impidiendo que realicen sus labores de denuncia y visibi-
lización e incluso, en el despliegue de sus operaciones para atender la población vulnerable han sido atacados física-
mente por grupos irregulares vinculados con el régimen; 

CONSIDERANDO

Que ha sido señalado en informes oficiales de la Organización de las Naciones Unidas, la Organización de Estados 
Americanos, y la Comisión Especial de Seguimiento a la Ayuda Humanitaria de la Asamblea Nacional, que 7 millones 
de personas requieren Ayuda Humanitaria; 6,7 millones de venezolanos están bajo inseguridad alimentaria y riesgo 
nutricional debido a los altos costos de los alimentos en el país; 4,3 millones de venezolanos han emigrado producto 
de la emergencia humanitaria; 6,9 millones de venezolanos se encuentran sin acceso a medicamentos por el desa-
bastecimiento de insumos y recursos médicos y los altos precios de estos; 94% de la población venezolana no cuenta 
con ingresos suficientes para adquirir la canasta alimentaria; y se reportó un promedio de 6.8 horas sin servicio 
eléctrico por día en cada hospital tipo IV del país; 

CONSIDERANDO

Que la situación de colapso del sector educativo repercute principalmente en los niños y jóvenes de nuestro país, y 
en los venezolanos que se dedican a la noble profesión de la docencia, y que las condiciones salariales, de infraes-
tructura, de transporte y económicas, están generando un alarmante aumento en los niveles de deserción escolar, 
de ausencia de docentes, el colapso educativo es uno de los elementos que agudiza la crisis porque coloca en relie-
ve el rostro infantil, juvenil y el gran sacrificio docente. Según datos de Funda Redes el 89% de la infraestructura 
escolar no tienen condiciones para el desarrollo de las actividades académicas; la ausencia de docentes alcanza la 
cifra de 81% que no puede acudir a sus actividades por falta de transporte o escasez de efectivo; el 98% de nuestros 
docentes están renunciando por razones económicas; la ausencia escolar de niños, niñas y adolescentes alcanza la 
cifra del 97% y un 89% ha desertado definitivamente, para nombrar sólo algunos datos de la tragedia que vivimos 
en materia educativa en todos los niveles desde el preescolar hasta el universitario; 

CONSIDERANDO

Que ha sido denunciado por habitantes de los estados de la frontera Colombo-Venezolana que son los grupos 
narcoterroristas quienes controlan la distribución de cajas de alimentos del programa de control social del régimen 
CLAP, además de ejecutar actividades ilegales de contrabando de mercancías y combustibles, paso ilegal de perso-
nas a través de caminos controlados previo pago de peaje, explotación irregular de minerales en el estado Bolívar, 
así como, tareas de adoctrinamiento de nuestros hermanos en las zonas de frontera y crímenes como persecución, 
extorsión, hostigamientos y asesinatos; 

CONSIDERANDO

Que el régimen usurpador de Nicolás Maduro ha hecho que el territorio venezolano se convierta en un “Santuario 
de Grupos Armados Irregulares”, Bandas Armadas, Grupos Terroristas y Redes de Crimen Organizado Transnacio-
nal, entre las cuales cuenta las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP) y el Ejército de Liberación 
Nacional de Colombia (ELN), HAMAS, HEZBOLLAH e ISIS; respaldándolos al cederles espacios para sus operacio-
nes, encubriéndolos al facilitarles mecanismos de identidad como cédulas y pasaportes, y posibilidad de despliegue 
de sus acciones terroristas que amenazan la seguridad internacional, tan solo con la intención de permanecer y 
perpetuarse en el poder, aún a costa del sufrimiento de los venezolanos; 

CONSIDERANDO

Que esta situación, no solo pone en peligro la unidad e integridad de la República, sino que además se constituye 
en una amenaza a la paz, estabilidad y seguridad, no solo del Continente, sino del mundo, al estarse violentando lo 
previsto en la Resolución 1373 del Consejo de Seguridad de la ONU, por “Promoción al Terrorismo”, así como; 
estimulando conflictos que sin duda ponen en peligro la paz del hemisferio.

ACUERDA

PRIMERO. Rechazar la proliferación y expansión de grupos armados narcoterroristas en el territorio nacional y en la 
frontera colombovenezolana. 

SEGUNDO. Declarar la responsabilidad del régimen usurpador encabezado por Nicolás Maduro Moros, ante la 
proliferación de grupos narcoterroristas en el territorio nacional por hacer de Venezuela un Estado Fallido, vulnera-
ble a las amenazas a la seguridad internacional. 

TERCERO. Declarar a la disidencia de las FARC-EP encabezadas por Iván Márquez y Jesús Santrich; el Ejército de 
Liberación Nacional de Colombia (ELN), HAMAS, HEZBOLLAH e ISIS como GRUPOS TERRORISTAS, ordenándoles 
a todos los cuerpos de seguridad del Estado abocarse a la protección de la Soberanía e Integridad Territorial del 
Estado venezolano frente a la amenaza que representa estos grupos.  

CUARTO. Instruir al Alto Comisionado Presidencial para las Relaciones Exteriores, Julio Borges para que trabaje de 
la mano de los países democráticos de la región, especialmente con el gobierno de la República de Colombia en la 
lucha contra los grupos narcoterroristas que hoy asedian nuestras fronteras y se proceda a la activación de manera 
urgente, de medidas decisivas y oportunas de acción colectiva para poder restituir el orden y seguridad no solo de 
Venezuela, sino de la región, por violación de la Resolución de la resolución 1373 del Consejo de Seguridad de la 
ONU, por “Promoción al Terrorismo” y por el fomento de conflictos que no encuadran con un ataque armado 
convencional ni intra ni extrarregional, pero que sin duda ponen en peligro la paz del hemisferio. 

QUINTO. Ratificar a todos los ciudadanos en uniforme, miembros de la Fuerza Armada Nacional el compromiso que 
tienen con la patria de cumplir efectivamente el artículo 328 de la Constitución respecto a la protección de la Sobera-
nía e Integridad Territorial del Estado venezolano frente a la amenaza que representa estos grupos terroristas y 
procedan a su inmediata expulsión de nuestra nación.

SEXTO. Dar publicidad al presente Acuerdo. 
 
Dado, firmado y sellado en el Palacio Federal Legislativo, sede de la Asamblea Nacional de la República Bolivariana 
de Venezuela, en Caracas a los 03 días del mes de septiembre 2019. Año 209° de la Independencia y 160° de la 
Federación.

JUAN GERARDO GUAIDÓ MÁRQUEZ (Fdo)
ÉDGAR JOSÉ ZAMBRANO RAMÍREZ 
IVÁN STALIN GONZÁLEZ MONTAÑO (Fdo)
EDINSON DANIEL FERRER ARTEAGA (Fdo)
JOSÉ LUIS CARTAYA PIÑANGO (Fdo)
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CONSIDERANDO

Que las Comisiones Permanentes de Desarrollo Social Integral, la SubComisión de Salud, la Sub-Comisión de Educa-
ción, la Comisión Permanente de Familia, han desarrollado informes documentando el impacto y la agudización de 
la crisis social, así como la inacción por parte de organismos del Estado;  

 
CONSIDERANDO

Que según el Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Michelle Bache-
let, la situación sanitaria del país se considera grave, el sistema de salud ha colapsado, pues los hospitales carecen 
de personal, servicios básicos, como agua y electricidad para garantizar su debido funcionamiento, y más grave aún, 
que el régimen de Nicolás Maduro se ha negado a reconocer la magnitud de la crisis venezolana y que esto ha impe-
dido adoptar las medidas apropiadas para atenderla y solucionarla; 

CONSIDERANDO

Que es un hecho público, notorio y comunicacional, que familiares directos del usurpador Nicolás Maduro y colabo-
radores del régimen se encuentran siendo investigados e imputados por actos de corrupción en materia alimentaria 
y de salud, y que han sido señalados como responsables de irregularidades en la distribución de alimentos y medici-
nas en el país;  

CONSIDERANDO

Que el Plan de Respuesta Humanitaria diseñado por el Sistema de Naciones Unidas en Venezuela, representa una 
solución temporal para atender a una parte de la población vulnerable, y que deben garantizarse todos los mecanis-
mos logísticos y operativos para su implementación, y que aún así, esta no comprende una solución definitiva para 
atender la emergencia en su totalidad y de forma estructural; 

CONSIDERANDO

Que la Emergencia Humanitaria Compleja tiene como causa originaria el establecimiento de un sistema político cuya 
gestión se ha enfocado en generar mecanismos de dependencia hacia el Estado para garantizar el dominio de la 
estructura de poder sobre la población, y que aunado a ello los niveles de corrupción exorbitantes, la destrucción 
del Estado de Derecho y de las instituciones, y la imposibilidad del sistema de generar soluciones democráticas, y 
por lo tanto, es necesario e imprescindible para solucionar las consecuencias de estas políticas públicas corrosivas, 
la disolución del sistema que atenta contra el bienestar de los venezolanos y la reinstitucionalización de Venezuela, 
a partir del rescate de la democracia, la celebración de elecciones libres, justas y transparentes, y el establecimiento 
de una administración pública que esté al servicio de todos los venezolanos. 
 

ACUERDA

PRIMERO. Instar a las organizaciones internacionales y nacionales a impedir que instituciones usurpadas por el 
régimen se hagan total o parcialmente con los recursos, insumos, bienes o servicios a ejecutar por parte de los 
programas humanitarios, por cuanto se ha demostrado que el régimen está constantemente vinculado con actos de 
corrupción, aunado a que dada la ausencia de Estado de Derecho y garantías democráticas, estos serían utilizados 
por las instituciones usurpadas como mecanismos de control social con fines políticos para lograr perpetuarse en el 
poder y no resolver las causas estructurales de la crisis; de igual manera, instar a la Comunidad Internacional y a las 
organizaciones internacionales y nacionales de asistencia humanitaria que coadyuven a garantizar que los recursos, 
insumos y servicios de atención humanitaria sean distribuidos y provistos de manera independiente, sin interferencia, 
de acuerdo a los principios de neutralidad, humanidad e imparcialidad.

SEGUNDO. Denunciar la dificultad para que organizaciones internacionales y nacionales de carácter humanitario 
tengan presencia en el territorio nacional, en especial en las zonas donde están ubicadas las personas con mayor 
vulnerabilidad socio-económica, limitándose el acceso a los programas de naturaleza humanitaria. Por lo que dichas 
organizaciones han reiterado a organismos internacionales la importancia de su protección y garantías dada la conti-
nua persecución política hacia dichos defensores, por parte de fuerzas seguridad y grupos afectos al régimen. 

TERCERO. Condenar el uso de 50 millones de dólares para la compra de armamento y uniformes militares, pudien-
do estos recursos ser invertidos en el Fondo Estratégico de la Organización Panamericana de la Salud, con miras a 
adquirir medicamentos esenciales y suministros que permitan mejorar la situación actual de abastecimiento en nues-
tros hospitales.   
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CUARTO. Denunciar la ausencia de cifras oficiales, siendo la opacidad y el no acceso a la información factores 
limitantes para el adecuado diseño de planes acordes a la magnitud de la emergencia humanitaria compleja que 
atraviesa Venezuela, agravando aún más la situación que atraviesa el país. 

QUINTO. Denunciar la rigidez en el proceso de nacionalización y realización de trámites administrativos en aduana 
y de importación para insumos humanitarios en general, como insumos hospitalarios, suplementos nutricionales 
terapéuticos y todos aquellos rubros que se puedan considerar humanitarios según los criterios de filosofía y legisla-
ción humanitaria internacional. Lo anterior, disminuye el impacto de los programas humanitarios. 

SEXTO.  Denunciar la necesidad del cumplimiento de los mecanismos logísticos propios de la organizaciones huma-
nitarias que permitan que el Plan de Respuesta Humanitaria del sistema ONU en Venezuela, garantice la neutralidad 
e independencia operativa en los mecanismos de distribución de la ayuda, para que estos no sean utilizados como 
propaganda política para el régimen, ni como mecanismos de control social de la población.  

SÉPTIMO. Dar publicidad al presente Acuerdo. 

Dado, firmado y sellado en el Palacio Federal Legislativo, sede de la Asamblea Nacional de la República Bolivariana 
de Venezuela, en Caracas a los diecisiete días del mes de septiembre de 2019. Años 209° de la Independencia y 
160° de la Federación. 
 
JUAN GERARDO GUAIDÓ MÁRQUEZ (Fdo)
ÉDGAR JOSÉ ZAMBRANO RAMÍREZ 
IVÁN STALIN GONZÁLEZ MONTAÑO (Fdo)
EDINSON DANIEL FERRER ARTEAGA (Fdo)
JOSÉ LUIS CARTAYA PIÑANGO (Fdo)

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

LA ASAMBLEA NACIONAL
DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA

En defensa de la Constitución, la Democracia y el Estado de Derecho

ACUERDO PARA RATIFICAR LA RUTA POLÍTICA PROPUESTA POR LA ASAMBLEA NACIONAL COMO 
SALIDA A LA CRISIS QUE VIVE EL PAÍS, FRENTE AL BLOQUEO DE LAS SOLUCIONES DEMOCRÁTICAS POR 

PARTE DEL RÉGIMEN USURPADOR DE NICOLÁS MADURO MOROS

CONSIDERANDO

Que esta Asamblea Nacional fue electa el 06 de diciembre de 2015, mediante el voto popular, por más de catorce 
millones de venezolanos y es el único Poder Legítimo de la República Bolivariana de Venezuela; 

CONSIDERANDO

Que mediante la sentencia No. 260 de la Sala Electoral del ilegítimo Tribunal Supremo de Justicia, de fecha 30 de 
diciembre de 2015, se pretendió declarar la suspensión de efectos de los actos de totalización, adjudicación y 
proclamación de la elección parlamentaria del 6 de diciembre de 2015, intentando desconocer a los diputados 
electos por el estado Amazonas y, en general, a la soberanía popular; 

CONSIDERANDO

Que el régimen de Nicolás Maduro Moros ha desconocido las funciones parlamentarias de esta Asamblea Nacional, 
utilizando al Tribunal Supremo de Justicia como brazo ejecutor de medidas que atentan contra el principio de sepa-
ración de poderes y la democracia en Venezuela; 

CONSIDERANDO

Que como lo evidencian las sentencias dictadas el 20 de octubre de 2016, el Poder Judicial actuando de forma 
inconstitucional, a través de jueces penales, dictó medidas cautelares que suspendieron el proceso de recolección 
del uno por ciento (1%) de las firmas de los electores del Registro Electoral y sus actos subsiguientes, a fin de impedir 
que se llevara a cabo el proceso de referendo revocatorio de mandato del Presidente de la República; 
  

CONSIDERANDO

Que el régimen de Nicolás Maduro Moros, con apoyo de los rectores del Consejo Nacional Electoral y los Magistra-
dos del ilegítimo Tribunal Supremo de Justicia, promovió la convocatoria fraudulenta a una inconstitucional e ilegíti-
ma Asamblea Nacional Constituyente. 

CONSIDERANDO

Que luego del proceso de elecciones regionales del pasado 15 de octubre de 2017, la inconstitucional e ilegítima 
Asamblea Nacional Constituyente impidió a los gobernadores electos por la voluntad popular, ser juramentados 
ante los Consejos Legislativos respectivos, exigiéndoles su subordinación a la misma; 

CONSIDERANDO

Que en febrero de 2018, el régimen de Nicolás Maduro Moros planteó un acuerdo en el que se violaban los dere-
chos políticos de los venezolanos al no considerar garantías electorales, y por lo tanto, fue rechazado por la fracción 
democrática; 

CONSIDERANDO

Que a pesar de lo expresado por los Organismos Internacionales, la Comunidad Internacional y la sociedad civil 
venezolana, referente a las garantías electorales en Venezuela, el régimen de Nicolás Maduro Moros realizó la farsa 
electoral del 20 de mayo, impidiendo a los venezolanos un cambio democrático a través del voto ciudadano; 

CONSIDERANDO

Que en acuerdos aprobados el 27 de febrero, 27 de marzo, 15 y 22 de mayo de 2018, esta Asamblea Nacional 
concluyó que la farsa convocada por la ilegítima Asamblea Nacional Constituyente y el Consejo Nacional Electoral, 
a los fines de la supuesta elección del Presidente de la República, fue un evento fraudulento, ilegítimo y por ende 
jurídicamente inexistente, por incumplir todas las garantías electorales reconocidas en Tratados y Acuerdos de Dere-
chos Humanos, así como en la Constitución y la Ley Orgánica de Procesos Electorales, sin imparcialidad del árbitro 
electoral; la violación de las garantías efectivas para el ejercicio del derecho al sufragio y para el ejercicio del derecho 
a optar a cargos de elección popular; la inexistencia de controles efectivos en contra de los actos de corrupción 
electoral perpetrados por el Gobierno y la ausencia de mecanismos efectivos y transparentes de observación electo-
ral; 

CONSIDERANDO

Que el régimen ha mantenido una persecución atroz, ilegal, antidemocrática y contraria a los derechos políticos, 
civiles y humanos, contra diputados electos democráticamente desde el momento mismo momento de su proclama-
ción, y que hasta la fecha muchos se encuentran presos, en el exilio, refugiados o asilados en sedes diplomáticas; 

CONSIDERANDO

Que el 10 de enero de 2019 el régimen de Nicolás Maduro Moros perpetró el mayor acto de usurpación de la histo-
ria republicana del país, al secuestrar las funciones del Poder Ejecutivo Nacional; 

CONSIDERANDO

Que el 15 de enero de 2019 esta Asamblea Nacional acordó adoptar, en el marco de la aplicación del artículo 233, 
las medidas que permitan restablecer las condiciones de integridad electoral para, una vez cesada la usurpación y 
conformado efectivamente un Gobierno de Transición, proceder a la convocatoria y celebración de elecciones libres 
y transparentes en el menor tiempo posible, conforme a lo previsto en la Constitución y demás leyes de la República 
y tratados aplicables. 

CONSIDERANDO

Que esta Asamblea Nacional, en vista de la situación irregular y de anomalía constitucional derivada de la usurpación 
del Poder Ejecutivo por parte de Nicolás Maduro Moros, sancionó el Estatuto que Rige a la Transición Democrática 
para Restablecer la Vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, para asegurar un cauce 
ordenado y pacífico que conduzca a la derrota de la dictadura y a la celebración de elecciones libres en Venezuela; 
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